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1. En la Constitución Española, el derecho a la intimidad personal y familiar 
se regula: 

 
a) En el artículo 17 de la Constitución, junto con el derecho al honor a la propia 

imagen y a la libertad ideológica. 
b) En el artículo 18 de la Constitución. 
c) En el artículo 17 de la Constitución, junto con el derecho al honor, a la propia 

imagen, a la inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones. 
 
2. Según el artículo 53 de la Constitución Española, la tutela del derecho a la 

objeción de conciencia podrá recabarse por: 
 

a) Cualquier ciudadano, a través del recurso de amparo, ante el Tribunal 
Constitucional. 

b) Cualquier ciudadano ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento 
basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través 
del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

c) Los poderes públicos, a través del recurso de amparo, ante el Tribunal 
Constitucional y su ejercicio se regulará por ley. 

 
3. Según el artículo 59 de la Constitución Española, si no hubiere ninguna 

persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por: 
 

a) El Gobierno y se compondrá de los miembros que se determine por ley. 
b) Las Cortes Generales y se compondrá de una, tres o cinco personas. 
c) El Congreso de los Diputados y se compondrá de una, tres o cinco personas. 

 
4. Según el artículo 67 de la Constitución Española, las reuniones de 

Parlamentarios de las Cortes Generales que se celebren sin convocatoria 
reglamentaria:  

 
a) Vincularán a las Cámaras y podrán ejercer sus funciones y ostentar sus 

privilegios. 
b) Vincularán a las Cámaras pero no podrán ejercer sus funciones ni ostentar 

sus privilegios. 
c) No vincularán a las Cámaras y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar 

sus privilegios. 
 
5. Según el artículo 82 de la Constitución Española, cuando su objeto sea la 

formación de textos articulados la delegación legislativa deberá otorgarse 
mediante una: 

 
a) Ley ordinaria. 
b) Ley de bases. 
c) Autorización expresa del Gobierno. 
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6. Según el artículo 20 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de 
Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, la moción de censura 
no podrá ser votada hasta que concurran: 

 
a) 25 días desde su presentación. 
b) 15 días desde su presentación. 
c) 5 días desde su presentación. 

 
7. Según el artículo 28 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de 

Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, corresponde a la 
Comunidad de Madrid la ejecución de la legislación del Estado en: 

 
a) Los espacios naturales protegidos. 
b) El ejercicio de las profesiones tituladas. 
c) El contraste de metales. 

 
8. Según el artículo 149 de la Constitución Española, en materia de seguridad 

pública, las Comunidades Autónomas pueden asumir en la forma que se 
establezca en los respectivos Estatutos: 

 
a) La creación de policías, en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 
b) La coordinación de policías, en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 
c) La coordinación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, en el 

marco de lo que disponga una ley. 
 
9. Según el artículo 124 de la Constitución Española, el Ministerio Fiscal tiene 

por misión: 
 

a) Promover la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la 
satisfacción del interés social. 

b) Velar por la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 
de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a 
petición de los interesados. 

c) Velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la 
satisfacción del interés social. 

 
10. Según el artículo 161 de la Constitución Española, la declaración de 

inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley interpretada 
por la jurisprudencia: 

 
a) Afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas perderán el valor 

de cosa juzgada. 
b) No afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas perderán el 

valor de cosa juzgada. 
c) Afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el 

valor de cosa juzgada. 
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11. El Capítulo I del Título VIII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común se denomina: 

 
a) Normas generales. 
b) Disposiciones generales. 
c) Principios generales. 

 
12. Según el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, los instrumentos de formalización de los convenios 
de colaboración, celebrados entre la Administración General del Estado y 
los órganos correspondientes de las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias, 
deberán especificar, cuando así proceda: 

 
a) Necesidad o no de establecer una organización para su gestión. 
b) El plazo de vigencia, impidiendo su prórroga. 
c) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
13. Según el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, la encomienda de gestión entre órganos 
administrativos o Entidades de derecho público pertenecientes a la misma 
Administración deberá formalizarse: 

 
a) En los términos que establezca su normativa propia y, en su defecto, por 

acuerdo expreso de los órganos o Entidades intervinientes. 
b) Por acuerdo expreso de los órganos o Entidades intervinientes y, en su 

defecto, en los términos que establezca su normativa propia, que deberá ser 
publicado para su eficacia en el Diario Oficial correspondiente. 

c) Mediante firma del correspondiente convenio entre ellos, salvo en el supuesto 
de la gestión ordinaria de los servicios de las Comunidades Autónomas por 
las Diputaciones Provinciales que se regirá por la legislación de Régimen 
Local. 
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14. Según el artículo 26 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, cuando se trate de órganos colegiados de las 
Administraciones Públicas en que participen organizaciones 
representativas de intereses sociales, el Presidente podrá considerar  
válidamente constituido el órgano, a efectos de celebración de sesión, 
únicamente si están presentes: 

 
a) Los representantes de las Administraciones Públicas y de las organizaciones 

representativas de intereses sociales miembros del órgano a los que se haya 
atribuido la condición de portavoces. 

b) Los representantes de las organizaciones representativas de intereses 
sociales miembros del órgano a los que se haya atribuido la condición de 
portavoces. 

c) El Presidente y Secretario o en su caso, de quienes le sustituyan, y la de la 
mitad al menos, de sus miembros, siempre que sean representantes de éstos 
órganos colegiados tengan o no la condición de portavoces. 

 
15. Según el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, serán objeto de publicación regular: 

 
a) Las instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u 

otros órganos administrativos que comporten una interpretación del Derecho 
positivo o de los procedimientos vigentes. 

b) La relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones 
Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la 
colectividad en su conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por 
los particulares. 

c) La relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones 
Públicas planteados por los particulares u otros órganos administrativos 
sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la colectividad en su 
conjunto que comporten una interpretación del Derecho positivo o de los 
procedimientos vigentes. 

 
16. Según el artículo 44 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en que procedimientos administrativos iniciados de 
oficio el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado 
y notificado resolución expresa, que no exime a la Administración del 
cumplimiento de la obligación legal de resolver, produce como efecto la 
caducidad: 

 
a) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 

sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir 
efectos desfavorables o de gravamen. 

b) En los procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en 
su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas 
individualizadas. 

c) En los procedimientos de los que pudiera derivarse la formación o la  
constitución de deberes u otras situaciones jurídicas individualizadas o 
genéricas. 



6 

 

 
 
 
 
 
17. Según el artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, a los solos efectos de entender cumplida la 
obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los 
procedimientos administrativos, será suficiente la notificación que 
contenga cuando menos: 

 
a) El texto íntegro de la resolución con indicación de si es o no definitivo en la 

vía administrativa, la identificación de los interesados, la expresión de los 
recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo 
para interponerlos. 

b) El texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación 
debidamente acreditado. 

c) El texto íntegro de la resolución, la identificación de los interesados, los 
derechos e intereses legítimos lesionados, la expresión de los recursos que 
procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos. 

 
18. Según el artículo 67 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, cual de las siguientes afirmaciones sobre la 
convalidación de actos administrativos anulables es correcta: 

 
a) El acto de convalidación siempre producirá efecto desde su fecha. 
b) Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la 

convalidación podrá realizarse por el órgano competente cuando sea superior 
jerárquico del que dictó el acto viciado. 

c) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 

19. Según el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, las medidas provisionales adoptadas por el órgano 
competente, de oficio o a instancia de parte, antes de la iniciación del 
procedimiento administrativo, en los casos de urgencia y para la 
protección provisional de los intereses implicados, deberán ser 
confirmadas: 

 
a) Durante la tramitación del procedimiento administrativo, dentro de los 10 días 

siguientes a su adopción, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no 
pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción. 

b) En el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro 
de los 15 días siguientes a su adopción, el cual no podrá ser objeto de 
recurso. 

c) En el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro 
de los 15 días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso 
que proceda. 
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20. Según el artículo 80 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, cuando la Administración no tenga por ciertos los 
hechos alegados por los interesados o la naturaleza del procedimiento 
administrativo lo exija, se acordará la apertura de un período de prueba 
por: 

 
a) El órgano competente para iniciar el procedimiento por un plazo máximo de 

15 días y mínimo de 10 días, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue 
pertinentes. 

b) El instructor del procedimiento por un plazo máximo de 30 días y mínimo de 
10 días. 

c) El órgano competente para resolver el procedimiento por un plazo máximo de 
30 días y mínimo de 15 días, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue 
pertinentes. 

 
21. Según el artículo 86 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en un procedimiento administrativo se anunciará en 
el Boletín Oficial del Estado, de la Comunidad Autónoma o en el de la 
Provincia respectiva el período de información pública a fin de que: 

 
a) El órgano competente al que corresponde la resolución del procedimiento 

conozca del mismo a la hora de resolverlo. 
b) Cualquier persona jurídica pueda examinar el procedimiento o la parte del 

mismo que se acuerde. 
c) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 

22. Según el artículo 94 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, los actos de las Administraciones Públicas sujetos 
al Derecho Administrativo serán inmediatamente ejecutivos salvo: 

 
a) Lo previsto en los artículos 111 y 139 de la citada ley. 
b) Lo previsto en los artículos 111 y 138 de la citada ley. 
c) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
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23. Según el artículo 132 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en un procedimiento sancionador interrumpirá el 
plazo de prescripción de las sanciones: 

 
a) La iniciación con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, 

reanudándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera 
paralizado durante más de 1 mes por causa no imputable al presunto 
responsable. 

b) La iniciación con conocimiento del interesado, del procedimiento de 
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 
más de 1 mes por causa no imputable al infractor. 

c) La iniciación con conocimiento del interesado, del procedimiento de 
ejecución, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente estuviera 
paralizado durante al menos 1 mes por causa imputable al presunto 
responsable. 

 
24. Según el artículo 105 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, las Administraciones Públicas podrán revocar: 

 
a) En cualquier momento anterior al trámite de audiencia, de oficio o a instancia 

de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes 
en sus actos. 

b) En cualquier momento, sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que 
constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al 
principio de igualdad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las 
leyes. 

c) En cualquier momento, sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que 
no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria 
al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 

 
25. Según el artículo 118 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, el recurso extraordinario de revisión se 
interpondrá: 

 
a) Dentro del plazo de 4 años siguientes a la fecha de la notificación de la 

resolución impugnada cuando se trate de actos firmes en vía administrativa 
en los que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de 
los propios documentos incorporados al expediente. 

b) Dentro del plazo de 3 meses a contar desde el conocimiento de los 
documentos cuando se trate de actos firmes en vía administrativa en los que 
aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto, que 
siempre que no sean posteriores, evidencien el error de la resolución 
recurrida. 

c) Todas las respuestas anteriores son correctas. 
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26. Según el artículo 18 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 

del Régimen Local, es un derecho de los vecinos: 
 

a) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y 
acceder a los aprovechamientos comunales, conforme a las normas 
aplicables. 

b) Ejercer la iniciativa popular que deberá ir suscrita como mínimo cuando se 
trate de Municipios de 5.000 habitantes, por el 15% de vecinos del municipio. 

c) Ejercer la iniciativa popular que deberá ir suscrita como mínimo cuando se 
trate de Municipios de 20.000 habitantes, por el 10% de los vecinos del 
municipio. 

 
27. Según el artículo 70 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 

del Régimen Local, en las sesiones del Pleno de las corporaciones locales 
podrán ser secretos el debate y votación de aquellos asuntos que puedan 
afectar a: 

 
a) El derecho al honor, cuando así se acuerde por mayoría absoluta. 
b) El derecho fundamental de la libertad de cátedra, cuando así se acuerde por 

mayoría del Pleno.  
c) El derecho al secreto de comunicaciones, cuando así se acuerde por mayoría 

absoluta. 
 
28. Según el artículo 127 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 

Bases del Régimen Local, corresponde a la Junta de Gobierno Local de los 
municipios de gran población: 

 
a) La aprobación de la plantilla de personal. 
b) El desarrollo de la gestión económica. 
c) La aprobación de los expedientes de municipalización. 

 
29. Según el artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 

del Régimen Local, los municipios de 50.000 habitantes deberán prestar, en 
todo caso, como servicio: 

 
a) Prevención y extinción de incendios y parque público. 
b) Control de alimentos y bebidas y protección del medio ambiente. 
c) Transporte colectivo urbano de viajeros y protección del medio ambiente. 

 
30. Según el artículo 9 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, ¿cuál de las siguientes Administraciones Públicas 
cuando otorgue moratorias o aplazamientos en el pago de tributos locales 
a alguna persona o entidad, quedará obligada a arbitrar las fórmulas de 
compensación o anticipo que procedan en favor de la entidad local 
respectiva?: 

 
a) Las Entidades Locales. 
b) Las Comunidades Autónomas cuando se realicen en el ámbito territorial de 

éstas. 
c) El Estado. 
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31. Según el artículo 20 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, las entidades locales podrán establecer tasas por 
cualquier supuesto de prestación de servicios o de realización de 
actividades administrativas de competencia local, y en particular por: 

 
a) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así como el acarreo de carnes si 

hubiera de utilizarse de un modo obligatorio; y servicios de inspección en 
materia de abastos, salvo la utilización de medios de pesar y medir. 

b) Rodaje y arrastre de vehículos que no se encuentren gravados por el 
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

c) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares. 
 
32. Según el artículo 82 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, están exentos del Impuesto sobre Actividades 
Económicas: 

 
a) Los sujetos pasivos a los que les sea de aplicación la exención en virtud de 

tratados o convenios internacionales que no estarán obligados a presentar 
declaración de alta en la matrícula del impuesto. 

b) Los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes que 
operen en España mediante establecimiento temporal o permanente, siempre 
que tengan un importe neto de la cifra de negocios superior a 1.000.000 de 
euros. 

c) La Cruz Roja Española que estará obligada a presentar declaración de alta 
en la matrícula del impuesto. 

 
33. Según el artículo 92 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, no están sujetos al Impuesto sobre Vehículos de 
Tracción Mecánica: 

 
a) Los vehículos provistos de permisos temporales y matriculación turística. 
b) Los vehículos que habiendo sido dados de baja en los Registros por 

antigüedad de su modelo, puedan ser autorizados para circular  
excepcionalmente con ocasión de exhibiciones, certámenes o carreras 
limitadas a los de esta naturaleza. 

c) Los remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción 
mecánica cuya carga útil no sea superior a 7.500.000 gramos. 

 
34. Según el artículo 54 de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de 

Régimen Especial de Madrid, los acuerdos que adopten los órganos 
directivos del Ayuntamiento de Madrid serán remitidos: 

 
a) Siempre a la Administración de la Comunidad de Madrid. 
b) A la Administración General del Estado, primero, y después a la 

Administración de la Comunidad de Madrid, en todo caso. 
c) A la Administración General del Estado y a la Administración de la 

Comunidad de Madrid, previo requerimiento de las mismas. 
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35. Según el artículo 39 de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de 

Régimen Especial de Madrid, podrá establecerse mediante ordenanza 
municipal del Ayuntamiento de Madrid la inmovilización cautelar del 
vehículo y la intervención del permiso de circulación del mismo a los 
titulares de vehículos de motor que por emitir humos produzcan molestias 
graves o reiteradas, concediéndole a éstos para subsanar las deficiencias 
que motiven esas perturbaciones un plazo de: 

 
a) 5 días. 
b) 10 días. 
c) 15 días, sin perjuicio de la imposición, en su caso, de la sanción que 

corresponda. 
 
36. Según el artículo 13 de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de 

Régimen Especial de Madrid, ¿quién nombra al Secretario General del 
Pleno del Ayuntamiento de Madrid y qué condición debe tener éste?: 

 
a) El Pleno y deberá ser un funcionario de Administración Local con habilitación 

de carácter estatal. 
b) El Presidente del Pleno y deberá ser un funcionario de Administración local  

con habilitación de carácter estatal. 
c) El Alcalde, y deberá ser un funcionario de carrera de cualquier Administración 

Pública, con habilitación de carácter estatal. 
 

37. Según el artículo 20 del Reglamento Orgánico del Gobierno y de la 
Administración del Ayuntamiento de Madrid, de 31 de mayo de 2004, la 
Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid se reunirá con carácter ordinario 
con una periodicidad: 

 
a) Semanal. 
b) Mensual, sin perjuicio de lo que se disponga en las normas que apruebe la 

Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid para su propio funcionamiento y 
para la adecuada preparación de las propuestas y resoluciones que deba 
adoptar. 

c) Trimestral, sin perjuicio de lo que se disponga en las normas que apruebe la 
Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid para su propio funcionamiento y 
para la adecuada preparación de las propuestas y resoluciones que deba 
adoptar. 

 
38. Según el artículo 23 del Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento 

de Madrid, de 31 de mayo de 2004, las declaraciones de los concejales del 
Pleno del Ayuntamiento de Madrid sobre cualquier actividad que les pueda 
proporcionar ingresos económicos se llevarán a cabo antes de la toma de 
posesión, con ocasión del cese y cuando varíen las circunstancias de 
hecho, en este caso en el plazo de: 

 
a) 1 mes desde que se produzcan las variaciones. 
b) 2 meses desde que se produzcan las variaciones. 
c) 3 meses desde que se produzcan las variaciones. 
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39. Según el artículo 93 del Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento 

de Madrid, de 31 de mayo de 2004, las interpelaciones que se sustancien 
ante el Pleno del Ayuntamiento de Madrid darán lugar a un turno de 
exposición por el autor de la interpelación que no podrá exceder de: 

 
a) 10 minutos. 
b) 7 minutos. 
c) 5 minutos. 

 
40. Según el artículo 28 de la Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de 

Régimen Especial de Madrid, los Abogados del Estado podrán representar, 
defender y asesorar al Ayuntamiento de Madrid mediante la suscripción del 
oportuno convenio de: 

 
a) Colaboración. 
b) Coordinación. 
c) Delegación. 
 

41. Según el artículo 13 de los Estatutos del Organismo Autónomo Agencia 
Tributaria Madrid, de 22 de diciembre de 2008, ¿quién nombra al Secretario 
del Consejo Rector de la Agencia Tributaria Madrid y qué condición debe 
tener éste?: 

 
a) El Consejo Rector, y debe ser un funcionario publico. 
b) El Presidente del Consejo Rector, y debe ser funcionario público al que se le 

exija para su ingreso titulación superior. 
c) La Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid, a propuesta del Consejo 

Rector, y debe ser un funcionario público de cualquier administración, con 
habilitación de carácter estatal. 
  

42. Según el artículo 12 del Reglamento Orgánico del Tribunal Económico-
Administrativo Municipal del Ayuntamiento de Madrid, de 20 de diciembre 
de 2007, la elaboración de estudios y propuestas en materia tributaria y de 
los dictámenes sobre los proyectos de ordenanzas fiscales: 

 
a) Es competencia exclusiva del Pleno del Tribunal Económico-Administrativo 

Municipal de Madrid. 
b) Es competencia del Pleno del Tribunal Económico-Administrativo Municipal 

de Madrid o de la sala u órgano unipersonal competente en el asunto de que 
se trate. 

c) Es competencia exclusiva del Presidente del Tribunal Económico-
Administrativo Municipal de Madrid, con asesoramiento de la Secretaría 
General del Tribunal y previo requerimiento de los órganos municipales 
competentes en materia tributaria. 
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43. Según el artículo 46 del Reglamento Orgánico del Tribunal Económico-

Administrativo Municipal del Ayuntamiento de Madrid, de 20 de diciembre 
de 2007, el procedimiento general económico-administrativo finalizará: 

 
a) Por satisfacción extraprocesal de la pretensión. 
b) Por admisión a trámite de otro procedimiento del mismo interesado y de la 

misma naturaleza. 
c) Por solicitud de ampliación de plazos por parte del interesado. 

 
44. Según el artículo 8 del Reglamento Orgánico del Gobierno y de la 

Administración del Ayuntamiento de Madrid, de 31 de mayo de 2004, 
¿cómo se crea un Departamento que pertenece a un Área de Gobierno del 
Ayuntamiento de Madrid?: 

 
a) Por Decreto del Delegado del Área correspondiente, previo informe vinculante 

del Delegado del Área de Gobierno de Hacienda y Administración Pública. 
b) Por Decreto del Delegado del Área correspondiente, previo informe no 

vinculante del Delegado del Área de Gobierno de Hacienda y Administración 
Pública. 

c) Por Decreto del Alcalde, a propuesta del titular del Área de Gobierno 
correspondiente y previo informe del Área competente en materia de 
organización administrativa. 

 
45. Según el artículo 44 del Reglamento Orgánico del Gobierno y de la 

Administración del Ayuntamiento de Madrid, de 31 de mayo de 2004, cual 
de las siguientes competencias corresponde a los consejeros-delegados 
de Gobierno del Ayuntamiento de Madrid: 

 
a) La dirección de los ámbitos de la actividad administrativa integrados en su 

Área de Gobierno, sin perjuicio de la superior dirección y representación que 
corresponde al concejal-delegado del que dependan. 

b) Resolver los conflictos entre órganos superiores. 
c) Proponer a la Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid el nombramiento de 

los titulares de los órganos directivos de su Área de Gobierno. 
 
46. Según el artículo 7 del Reglamento Orgánico de los Distritos de la Ciudad 

de Madrid, de 23 de diciembre de 2004, ¿qué condición deberá tener y por 
quién será designado el Vicepresidente de la Junta Municipal de cada uno 
de los Distritos del Ayuntamiento de Madrid?: 

 
a) Deberá ser funcionario de carrera de cualquier administración pública y será 

designado por la Junta de Portavoces de la Junta Municipal del Distrito. 
b) Deberá tener la condición de concejal-vocal de la Junta Municipal del Distrito 

y será designado por la Junta de Portavoces de la Junta Municipal del 
Distrito. 

c) Deberá tener la condición de concejal-vocal de la Junta Municipal del Distrito 
y será designado por el Alcalde. 
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47. Según el artículo 16 del Reglamento Orgánico de los Distritos de la Ciudad 

de Madrid, de 23 de diciembre de 2004, en la Junta Municipal de un Distrito 
del Ayuntamiento de Madrid la inadmisión de una proposición corresponde 
a: 

 
a) El gerente del Distrito. 
b) El concejal-presidente de la Junta Municipal del Distrito.  
c) El secretario de la Junta Municipal del Distrito. 

 
48. Según el artículo 35 del Reglamento Orgánico de los Distritos de la Ciudad 

de Madrid, de 23 de diciembre de 2004, el interventor delegado de la Junta 
Municipal de un Distrito del Ayuntamiento de Madrid: 

 
a) Podrá ser funcionario de carrera. 
b) Deberá ser funcionario de carrera perteneciente al Grupo A, Subgrupo A1. 
c) Deberá ser funcionario de carrera y Licenciado en Derecho. 
 

49. Según el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local, el requerimiento por parte de la Administración del 
Estado o la de las Comunidades Autónomas a las entidades locales, para 
que anulen un acto o acuerdo de éstas que infringe el ordenamiento 
jurídico, deberá ser motivado, expresará la normativa que se estime 
vulnerada y se formulará en el plazo de: 

 
a) 1 mes como máximo. 
b) 15 días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo. 
c) 5 días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo. 

 
50. Según el artículo 9 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, son contratos de servicios: 

 
a) Los de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida. 
b) Los de fabricación. 
c) Los de adquisición y arrendamiento de equipos y sistemas de 

telecomunicaciones. 
 
51. Según el artículo 37 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, ¿cuál de los siguientes contratos de servicios que se 
hayan adjudicado sin cumplir previamente con el requisito de publicación 
del anuncio de licitación en el Diario Oficial de la Unión Europea, en 
aquellos casos en que éste sea preceptivo, serán nulos?: 

 
a) Los contratos de servicios de telecomunicación cuyo valor sea de 225.000 

euros. 
b) Los contratos de servicios de transporte por ferrocarril cuyo valor sea de 

190.000 euros. 
c) Los contratos de servicios jurídicos cuyo valor sea de 200.000 euros. 
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52. Según el artículo 40 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, serán susceptibles de recurso especial en materia de 
contratación previo a la interposición del contencioso-administrativo, los 
documentos contractuales que establecen las condiciones que deben regir 
la contratación cuando se refieran a:  

 
a) Contratos de gestión de servicios públicos en los que el presupuesto de 

gastos de primer establecimiento, excluido el importe del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, sea de 500.000 euros y el plazo de duración superior a 5 
años. 

b) Contratos de servicios de publicidad cuyo valor estimado sea de 202.000 
euros, que pretendan concertar las Administraciones Públicas y las entidades 
que ostenten la condición de poderes adjudicadores. 

c) Contratos de servicios jurídicos cuyo valor estimado sea de 250.000 euros, 
que pretendan concertar las Administraciones Públicas y las entidades que 
ostenten la condición de poderes adjudicadores. 

 
53. Según el artículo 113 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, cual de las siguientes afirmaciones sobre la tramitación 
de emergencia de los expedientes de contratación es correcta: 

 
a) Si el contrato ha sido celebrado por la Administración General del Estado, sus 

Organismos autónomos, entidades gestoras y servicios comunes de la 
Seguridad Social o demás entidades públicas estatales, se dará cuenta del 
acuerdo por el que el órgano de contratación ordena la ejecución de lo 
necesario para remediar el acontecimiento producido al Consejo de Ministros 
en el plazo máximo de 70 días. 

b) El órgano de contratación, sin obligación de tramitar expediente 
administrativo, podrá ordenar la ejecución de lo necesario para remediar el 
acontecimiento producido o satisfacer la necesidad sobrevenida, o contratar 
libremente su objeto, en todo o en parte, sin sujetarse a los requisitos 
formales establecidos en la presente Ley, incluso el de la existencia de 
crédito suficiente. 

c) El plazo de inicio de la ejecución de las prestaciones será como mínimo de 1 
mes contado desde la adopción del acuerdo por el que el órgano de 
contratación ordena la ejecución de lo necesario para remediar el 
acontecimiento producido. 



16 

 

 
 
 
 
 

54. Según el artículo 164 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, cual de los presupuestos señalados a continuación no 
se integrará en el presupuesto general de las entidades locales: 

 
a) Los de los organismos autónomos de carácter administrativo dependientes de 

la entidad local. 
b) Los de los organismos autónomos de carácter comercial dependientes de la 

entidad local. 
c) Los estados de previsión de gastos e ingresos de las sociedades mercantiles 

cuyo capital social no pertenezca íntegramente a la entidad local. 
 
55. Según el artículo 3 del Acuerdo de 26 de enero de 2012 de la Junta de 

Gobierno de la Ciudad de Madrid de delegación de competencias 
específicas en los órganos superiores y directivos de las Áreas de 
Gobierno y de los Distritos, el reconocimiento y la liquidación de una 
obligación por un importe de 130.000 € que se impute al programa 
presupuestario de la Secretaría General Técnica del Área de Gobierno de 
Medio Ambiente, Seguridad y Movilidad del Ayuntamiento de Madrid es 
competencia de: 

 
a) El Secretario General Técnico del Área de Gobierno de Medio Ambiente, 

Seguridad y Movilidad del Ayuntamiento de Madrid.   
b) El Titular del Área de Gobierno del Área de Gobierno de Medio Ambiente, 

Seguridad y Movilidad del Ayuntamiento de Madrid. 
c) El Tesorero del Ayuntamiento de Madrid. 

 
56. Según el artículo 57 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 

Empleado Público, ¿los extranjeros distintos de los nacionales de los 
Estados miembros de la Unión Europea podrán acceder a las 
Administraciones Públicas de España en igualdad de condiciones que los 
españoles?: 

 
a) Sí, como empleado público, siempre que estén inscritos en cualquier padrón 

municipal dentro del territorio español. 
b) Sí, como personal laboral, siempre que tengan residencia legal en España. 
c) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
57. Según el artículo 39 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 

Empleado Público, cada Junta de Personal se compone de un número de 
representantes, en función del número de funcionarios de la Unidad 
electoral correspondiente. ¿Cuántos representantes corresponden a una 
Unidad Electoral de 500 funcionarios?: 

 
a) 9. 
b) 13. 
c) 17. 
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58. Según el artículo 52 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 

Empleado Público, los empleados públicos deberán desempeñar las tareas 
que tengan asignadas con: 

 
a) Proporcionalidad. 
b) Diligencia. 
c) Celeridad. 

 
59. Según el artículo 58 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres, cuando a una funcionaria se le 
concede una licencia por riesgo durante el embarazo se le garantiza: 

 
a) La plenitud sus derechos económicos durante toda la duración de la licencia. 
b) La plenitud de sus derechos económicos, en un periodo igual que el de 

Incapacidad Temporal del Régimen General de la Seguridad Social. 
c) Sus retribuciones básicas durante toda la duración de la licencia. 

 
60. Según el artículo 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención  de 

Riesgos Laborales, a que actividad de las enumeradas a continuación no le 
será aplicable esta Ley: 

 
a) Tareas agrícolas. 
b) La relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar. 
c) Marina mercante. 

 
61. Según el artículo 41 del Texto Refundido del Acuerdo sobre condiciones de 

trabajo comunes al personal funcionario y laboral del Ayuntamiento de 
Madrid y sus Organismos Autónomos para el periodo 2012-2015, el 
presidente del Comité de Seguridad y Salud del Ayuntamiento de Madrid 
será: 

 
a) El elegido por el propio Comité de Seguridad y Salud. 
b) El representante de mayor edad del Comité de Seguridad y Salud. 
c) El Coordinador General de Recursos Humanos. 

 
62. Según el artículo 11 del Decreto del Alcalde, de 17 de enero de 2005, de 

Atención al Ciudadano en el Ayuntamiento de Madrid, el Registro General 
del Ayuntamiento de Madrid es:  

 
a) Un órgano administrativo único que se entiende sin perjuicio de su 

organización centralizada y su adaptación a las características de la 
organización de los servicios municipales. 

b) Una pluralidad de órganos administrativos que se entiende sin perjuicio de su 
organización jerarquizada y su adaptación a las características de la 
organización de los servicios municipales. 

c) Un órgano administrativo único que se entiende sin perjuicio de su 
organización desconcentrada y su adaptación a las características de la 
organización de los servicios municipales. 
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63. Según el artículo 160 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por 

el que se aprueba el Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las entidades locales, una vez efectuada la inscripción 
de los documentos en el Registro General de las entidades locales, ¿quién 
se encargará de la clasificación de los documentos ingresados y de 
proceder a distribuirlos entre las distintas oficinas?:  

 
a) El concejal competente en cada una de las entidades locales del Registro 

General. 
b) Cualquier funcionario del Registro General de las entidades locales. 
c) El funcionario encargado del Registro General de las entidades locales. 

 
64. Según el artículo 2 de la Ley 4/1993, de 21 de abril, de Archivos y 

Patrimonio Documental de la Comunidad de Madrid, se entiende por 
Archivo el Fondo de Archivo que es: 

 
a) Toda expresión testimonial de las actividades del hombre y de los grupos 

humanos en cualquier lenguaje y en cualquier tipo de soporte material. 
b) El conjunto orgánico de documentos generados por cualquier institución 

pública o privada, persona física o jurídica en el ejercicio de sus funciones, 
que son testimonio de las actividades que realizan, y que han de dar servicio 
a los ciudadanos por medio de la custodia e información de sus derechos e 
intereses, la buena gestión de las instituciones y el fomento de la 
investigación que ayude al progreso y promueva la cultura. 

c) El lugar donde se custodian, organizan y sirven los diferentes documentos de 
una o diversas procedencias para dar servicio a los ciudadanos por medio de 
la custodia e información de sus derechos e intereses, la buena gestión de 
las instituciones y el fomento de la investigación que ayude al progreso y 
promueva la cultura, dotado de instalaciones adecuadas y personal suficiente 
para su atención. 

 
65. Según el artículo 10 del Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por el que 

se establece las condiciones de accesibilidad  y no discriminación de las 
personas con discapacidad en sus relaciones con la Administración 
General del Estado, las Oficinas de Atención al Ciudadano de la 
Administración General del Estado deberán contar al menos con: 

 
a) 3 áreas higiénico-sanitarias accesibles. 
b) 1 área higiénico-sanitaria accesible. 
c) 2 áreas higiénico-sanitarias accesibles. 

 
66. Según el artículo 8 del Código de Buenas Prácticas Administrativas del 

Ayuntamiento de Madrid, las solicitudes de información general 
presentadas por los ciudadanos ante el Ayuntamiento de Madrid deberán 
ser resueltas en:  

 
a) En un plazo no superior a 48 horas, salvo excepciones. 
b) En un plazo no superior a 24 horas. 
c) En un plazo no superior a 48 horas. 
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67. Según el artículo 30 del Código de Buenas Prácticas Administrativas del 

Ayuntamiento de Madrid, el Comité de Ética Pública será creado por: 
 

a) El Alcalde. 
b) El titular del Área de Gobierno de Hacienda y Administración Pública. 
c) La Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid. 

 
68. Según el artículo 13 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso 

Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, cual de las 
siguientes respuestas se considera un sistema utilizado por las 
Administraciones Públicas para su identificación electrónica y para la 
autenticación de los documentos electrónicos que produzcan: 

 
a) El intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación, 

conforme a lo específicamente acordado entre las partes. 
b) El sistema de firma electrónica consistente en la utilización de claves 

concertadas en un registro previo como usuario. 
c) Los sistemas de firma electrónica avanzada. 

 
69. Según el artículo 40 del Decreto del Alcalde, de 17 de enero de 2005, de 

Atención al Ciudadano en el Ayuntamiento de Madrid, el personal 
funcionario de las Oficinas de Atención al Ciudadano ubicadas en las 
Juntas Municipales de Distrito del Ayuntamiento de Madrid estará adscrito:  

 
a) Funcionalmente a las Juntas Municipales de Distrito. 
b) Orgánicamente a las Oficinas de Atención al Ciudadano. 
c) Orgánicamente a las Juntas Municipales de Distrito. 

 
70. Según el artículo 30 del Decreto del Alcalde, de 17 de enero de 2005, de 

Atención al Ciudadano en el Ayuntamiento de Madrid, el Director General 
de Calidad y Atención al Ciudadano elaborará un informe anual sobre las 
sugerencias y reclamaciones presentadas por los ciudadanos así como 
sobre las respuestas emitidas por las distintas unidades del Ayuntamiento 
de Madrid, remitiendo esta información a:  

 
a) El titular del Área de Gobierno de Hacienda y Administración Pública para su 

conocimiento, a través de la Comisión Especial de Sugerencias y 
Reclamaciones. 

b) La Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid para su conocimiento, a través 
del Área de Gobierno de Hacienda y Administración Pública, e igualmente a 
la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones. 

c) El Pleno del Ayuntamiento de Madrid para su conocimiento, a  través del Área 
de Gobierno de Hacienda y Administración Pública, para su debate y 
aprobación. 
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